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Impreso el día 20 de noviembre de 2020

Término del artículo 113: 2 de diciembre de 2020

COMISIONES DE ASUNTOS CONSTITUCIONALES
Y DE PRESUPUESTO Y HACIENDA

SUMARIO: Convenio de Transferencia Progresiva a 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de Facultades 
y Funciones de Seguridad en Todas las Materias No 
Federales Ejercidas en la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, celebrado entre el Estado Nacional y el 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
el 5 de enero de 2016. Aprobación. (89-S.-2020.)

I.	 Dictamen de mayoría.
II.	 Dictamen de minoría.

I

Dictamen de mayoría

Honorable Cámara: 
Las comisiones de Asuntos Constitucionales y de 

Presupuesto y Hacienda han considerado el proyecto 
de ley venido en revisión del Honorable Senado, por 
el que se aprueba el Convenio de Transferencia Pro-
gresiva a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de Fa-
cultades y Funciones de Seguridad en Todas las Ma-
terias No Federales Ejercidas en la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, celebrado entre el Estado nacional y 
el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
el 5 de enero de 2016; y, por las razones expuestas en 
el informe que se acompaña y las que dará el miembro 
informante, aconsejan su sanción. 

20 de noviembre de 2020.

Pablo G. González.* – Carlos S. Heller. 
– Vanesa L. Massetani. – Ariel 
Rauschenberger. – Marcelo Koenig. 
– Karim A. Alume Sbodio. – Marcelo  
P. Casaretto. – Rosana A. Bertone.* 
– María C. Britez. – Daniel A. Brue. – 
Sergio G. Casas. – Gabriela Cerruti. 
– Marcos Cleri.* – Lucía B. Corpacci. 

*  Integra 2 (dos) comisiones.

– Mayda Cresto. – Ricardo D. Daives. 
– Omar Félix. – Gustavo R. Fernández 
Patri. – Eduardo Fernández. – Ana 
C. Gaillard. – Silvana M. Ginocchio. 
– José L. Gioja. – Ramiro Gutiérrez. – 
Itai Hagman. – Susana G. Landriscini. 
– Mario Leito. – Germán P. Martínez. 
– María L. Masin. – Leopoldo R. 
Moreau. – Blanca I. Osuna. – Hernán 
Pérez Araujo. – Elda Pértile. – Carlos 
Y. Ponce. – Martín Soria. – Jorge A. 
Romero. – Victoria Rosso. – Diego  
H. Sartori. – Rodolfo Tailhade. – 
Eduardo F. Valdes. – Fernanda Vallejos.

Buenos Aires, 2 de octubre de 2020.

Al señor presidente de la Honorable Cámara de Dipu-
tados de la Nación.

Tengo el honor de dirigirme al señor presidente a 
fin de comunicarle que el Honorable Senado, en la fe-
cha, ha sancionado el siguiente proyecto de ley que 
paso en revisión a esa Honorable Cámara:

El Senado y Cámara de Diputados,...

Artículo 1° – Apruébase el Convenio de Transfe-
rencia Progresiva a la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires de Facultades y Funciones de Seguridad en To-
das las Materias No Federales Ejercidas en la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, celebrado entre el Es-
tado nacional y el Gobierno de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires con fecha 5 de enero de 2016, cuyo 
texto se acompaña como anexo.

Art. 2° – Fíjase el gasto anual que demanda durante el 
presente ejercicio la transferencia realizada a la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires en el marco del convenio 
aprobado por el artículo precedente en pesos veinticua-
tro mil quinientos millones ($ 24.500.000.000). Dicho 
monto será actualizado en los ejercicios sucesivos de 
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acuerdo a un índice compuesto en un ochenta por cien-
to (80 %) por el índice nominal del salario promedio de 
la Policía Federal Argentina y en un veinte por ciento 
(20 %), por el índice de precios al consumidor (IPC) 
elaborado por la Dirección General de Estadística y 
Censos de dicha jurisdicción, ambos correspondientes 
al año precedente.

El presupuesto general de la administración nacional 
de cada ejercicio fiscal contemplará el financiamiento 
de los gastos enunciados en el presente artículo.

Art. 3° – La suma establecida en el artículo 2° de la 
presente se dividirá en cuotas mensuales que se trans-
ferirán desde el Tesoro nacional hacia la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires y su actualización se realizará 
en forma trimestral.

El Ministerio de Seguridad y el Gobierno de la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires informarán a la Se-
cretaría de Hacienda del Ministerio de Economía los 
indicadores establecidos en el artículo 2°, de acuerdo 
a sus respectivas competencias, así como también los 
procedimientos utilizados para su elaboración.

El Instituto Nacional de Estadística y Censos, or-
ganismo desconcentrado actuante en el ámbito del 
Ministerio de Economía, a solicitud de la Secretaría 
de Hacienda del Ministerio de Economía verificará la 
metodología empleada y realizará las recomendacio-
nes u observaciones que resultaren pertinentes para el 
mejor cumplimiento de los fines previstos en esta ley.

Art. 4° – El jefe de Gabinete de Ministros  adecuará 
el presupuesto general de la administración nacional 
para el ejercicio 2020 conforme a la prórroga de la 
ley 27.467, establecida por el decreto 4 del 2 de ene-
ro de 2020 y las modificaciones introducidas por la 
ley 27.561, a efectos de afrontar el financiamiento de 
los gastos establecidos en el artículo 2° en forma pro-
porcional al tiempo restante hasta la finalización del 
actual ejercicio.

Art. 5° – A partir de la entrada en vigencia de la 
presente, el Poder Ejecutivo nacional realizará la rea-
decuación de la participación que le corresponde a 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por aplicación 
del artículo 8° de la ley 23.548 y sus modificaciones, 
conforme a lo dispuesto por el artículo 2° del decreto 
735/20.

Art. 6° – La presente ley entrará en vigencia a partir 
de su publicación en el Boletín Oficial de la República 
Argentina.

Art. 7° – Facúltase al Ministerio de Economía a dic-
tar las normas complementarias y/o aclaratorias nece-
sarias para dar cumplimiento a la presente ley.

Art. 8° – Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
Saludo a usted muy atentamente.

Claudia Ledesma Abdala de Zamora.
Marcelo J. Fuentes.
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INFORME 

Honorable Cámara:  

Las comisiones de Asuntos Constitucionales y de 
Presupuesto y Hacienda han estudiado el proyecto 
de ley venido en revisión del Honorable Senado, por 
el que se aprueba el Convenio de Transferencia Pro-
gresiva a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de 
Facultades y Funciones de Seguridad en Todas las 
Materias No Federales Ejercidas en la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires, celebrado entre el Estado 
nacional y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires el 5 de enero de 2016, y encuentran 
viable su sanción por parte de la Honorable Cámara, 
por las razones que oportunamente se darán.  

Pablo G. González.

II

Dictamen de minoría

 Honorable Cámara: 

Las comisiones de Asuntos Constitucionales y de 
Presupuesto y Hacienda han considerado el proyecto 
de ley venido en revisión del Honorable Senado,  por 
el que se aprueba el Convenio de Transferencia Pro-
gresiva a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de Fa-
cultades y Funciones de Seguridad en Todas las Ma-
terias No Federales Ejercidas en la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, celebrado entre el Estado nacional y 
el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
el 5 de enero de 2016; y, por las razones expuestas en 
el informe que se acompaña y las que dará el miembro 
informante, aconsejan el rechazo.

Gustavo Menna. – Luciano A. Laspina. – 
Pablo G. Tonelli. – Miguel Nanni. – Luis 
M. Pastori. – Paula M. Oliveto Lago.* 
– Domingo L. Amaya. – Federico 
Angelini. – Karina Banfi. – Miguel Á. 
Bazze. – Atilio F. Benedetti. – Hernán 
Berisso. – Ricardo Buryaile. – Javier 
Campos. – José M. Cano. – Ana C. 
Carrizo. – Alfredo Cornejo. – Jorge 
R. Enríquez. – Ezequiel Fernández 
Langan. – Sebastián García de Luca. – 
Alejandro García.* – Ximena García. 
– Gustavo R. Hein. –- María de las 
Mercedes Joury. – Juan M. López. 
– Silvia G. Lospennato. – Mario R. 
Negri. – María G. Ocaña.* – Humberto  
M. Orrego. – Carmen Polledo. – Víctor 
H. Romero. – David P. Schlereth. – 
Facundo Suárez Lastra. – Pablo Torello. 

*  Integra 2 (dos) comisiones.

INFORME 

Honorable Cámara: 
Mediante el presente venimos a exponer los funda-

mentos de rechazo al proyecto de referencia venido 
en revisión del Senado, en virtud del cual se propone 
aprobar el Convenio de Transferencia Progresiva a la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires de Facultades y 
Funciones de Seguridad en Todas las Materias No Fe-
derales Ejercidas en la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, celebrado entre el Estado nacional y el Gobier-
no de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el 5 de 
enero de 2016, así como la determinación de los re-
cursos necesarios para afrontar la transferencia de fa-
cultades y funciones propuesta por el Poder Ejecutivo 
nacional mediante el expediente P.E.-167/20. 

En relación a los recursos, el proyecto remitido por 
el Poder Ejecutivo al Honorable Senado –donde ob-
tuviera media sanción–, ahora en revisión ante esta 
Cámara de Diputados, fija en pesos veinticuatro mil 
quinientos millones ($ 24.500.000.000) el gasto anual 
que demande durante el presente ejercicio la trans-
ferencia realizada a la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires en el marco del convenio objeto de aprobación, 
el que sería “actualizado en los ejercicios sucesivos 
de acuerdo a un índice compuesto en un ochenta por 
ciento (80 %) por el índice nominal del salario prome-
dio de la Policía Federal Argentina y en un veinte por 
ciento (20 %), por el índice de precios al consumidor 
(IPC) elaborado por la Dirección General de Estadís-
tica y Censos de dicha jurisdicción, ambos corres-
pondientes al año precedente”, agregando que en el 
presupuesto general de la administración nacional de 
cada ejercicio fiscal se contemplará el financiamiento 
delos gastos”. 

Asimismo, se establece que las sumas se dividirán 
en cuotas mensuales que se transferirán desde el Teso-
ro nacional hacia la ciudad de Buenos Aires y su ac-
tualización se realizará en forma trimestral. El jefe de 
Gabinete de Ministros deberá adecuar el presupuesto 
general de la administración nacional para el ejercicio 
2020 conforme a la prórroga de la ley 27.467 estable-
cida por el decreto 4 del 2 de enero de 2020 y las mo-
dificaciones introducidas por la ley 27.561 a efectos 
de afrontar el financiamiento de los gastos –en forma 
proporcional al tiempo restante hasta la finalización 
del actual ejercicio– y, a partir de la entrada en vigen-
cia de la ley propuesta, el Poder Ejecutivo nacional 
realizaría la readecuación de la participación que le 
corresponde a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
por aplicación del artículo 8° de la ley 23.548 y sus 
modificaciones, conforme a lo dispuesto por el artícu-
lo 2° del decreto 735/20. 

En relación a los antecedentes del convenio, resulta 
pertinente destacar que el propio Poder Ejecutivo se-
ñala en el mensaje de elevación del proyecto al Hono-
rable Senado que: el artículo 7° de la ley 24.588 –co-
múnmente conocida como “Ley Cafiero”– establecía 
que la Policía Federal Argentina (PFA) continuaría 
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capital de la República, sus funciones y facultades en 
materia de seguridad con la extensión necesaria para 
asegurar la efectiva vigencia de las normas federales. 

”El Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires ejer-
cerá las funciones y facultades de seguridad en todas 
las materias no federales. El gobierno nacional las se-
guirá ejerciendo hasta tanto aquel ejercicio sea efec-
tivamente asumido por el Gobierno de la Ciudad de 
Buenos Aires...”. 

Asimismo, la cláusula transitoria única de la ley 
26.288 expresa: “Definidas por el gobierno nacional 
las estructuras necesarias para garantizar sus compe-
tencias federales, celebrará con la ciudad de Buenos 
Aires los convenios necesarios para hacer efectivo 
lo establecido en el artículo 1° de la presente ley, 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 6° de la ley 
24.588”. 

Dicho artículo 6° prevé que “el Estado nacional y 
la ciudad de Buenos Aires celebrarán convenios re-
lativos a la transferencia de organismos, funciones, 
competencias, servicios y bienes”. 

Por ello, es clara la voluntad legislativa expresa 
acerca de la transferencia de competencias en materia 
de seguridad no federales a la ciudad y además que 
se debía llevar a cabo mediante la firma de acuerdos 
suscritos entre el Estado nacional y el Gobierno de la 
ciudad de Buenos Aires. 

Para mayor claridad, se insiste en que el Poder Le-
gislativo dispuso la suscripción de convenios como 
mecanismo de traspaso de competencias y, en razón 
de ello, con la celebración del convenio venido a re-
visión, el traspaso quedó consolidado en dicha firma 
(2016), no siendo necesaria la aprobación de ninguna 
ley adicional posterior.  

Concluyendo, en cumplimiento de las leyes 24.588 
y 26.288, en fecha 5 de enero de 2016 se suscribió un 
convenio entre el Estado nacional y la ciudad de Bue-
nos Aires mediante el cual se dispuso la transferencia 
de facultades y funciones de seguridad en todas las 
materias no federales ejercidas en la ciudad de Buenos 
Aires, el que como dijéramos, ya tenía una “aprobación 
preexistente”; situación que se reafirma y termina de 
consolidar con lo acordado en el “consenso fiscal” de 
2017 y en el acuerdo de diciembre de 2019. 

En función de ello, y de lo dispuesto por el quinto 
párrafo del artículo 75, inciso 2, de la Constitución 
Nacional que requiere para la transferencia de compe-
tencias, servicios y funciones la respectiva reasigna-
ción de recursos y que ambas sean aprobadas siempre 
por la provincia interesada o la ciudad de Buenos Ai-
res según el caso, pero solo requiere aprobación del 
Congreso “cuando correspondiere”, no resulta proce-
dente una nueva aprobación (la misma ya ocurrió), ni 
tampoco la reasignación de recursos dado que por el 
artículo 8° de la ley 23.548 (que continúa siendo de 
aplicación en la materia mientras no se sancione la de-
morada ley de coparticipación federal de impuestos, 
tanto la CABA como la provincia de Tierra del Fuego 

cumpliendo funciones de policía de seguridad y auxi-
liar de la justicia en el ámbito de la ciudad de Buenos 
Aires, pero dependiendo orgánica y funcionalmente 
del Poder Ejecutivo nacional.  

La norma tenía previsto un esquema de coopera-
ción, a través de la firma de convenios, con el objeto 
de garantizar el efectivo cumplimiento por parte de 
la fuerza de seguridad de las órdenes y disposiciones 
emanadas de los órganos de gobierno de la CABA, 
impidiéndosele a la ciudad de Buenos Aires crear or-
ganismos de seguridad sin la aprobación del Congreso 
de la Nación. 

En 2007, la ley 26.288 (artículo 1°) modificó la re-
dacción del artículo 7° de la ley 24.588, estableciendo, 
entre otras cuestiones, que el Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires tendría a su cargo las fun-
ciones y facultades de seguridad en todas las materias 
no federales y, hasta tanto dichas funciones fueran 
efectivamente asumidas por la ciudad, el gobierno na-
cional continuaría ejerciéndolas. 

Dicha modificación fue el punto de partida para la 
creación de la Policía Metropolitana, cuyas bases ju-
rídicas e institucionales se hallan en la ley 2.894 de la 
ciudad Buenos Aires. 

Asimismo, el artículo 2° de la ley 26.288 estable-
ció que, una vez que fueran definidas por el gobierno 
nacional las estructuras que necesariamente permane-
cerían en su órbita para garantizar las competencias 
federales, se celebrarían los convenios de transferen-
cias necesarios, en el marco de lo establecido por el 
artículo 6° de la ley 24.588.

Por ello, el Poder Ejecutivo destaca que el Conve-
nio de Transferencia Progresiva a la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires de Facultades y Funciones de Se-
guridad en Todas las Materias No Federales Ejercidas 
en la CABA se inscribe en el marco normativo descri-
to y, habiendo procedido la Legislatura de la ciudad a 
su aprobación, mediante resolución 298/LCBA/015, 
estaría pendiente dicho acto por parte del Congreso 
de la Nación, razón en la que sustenta el envío del 
proyecto de ley en tratamiento. 

Consideramos que el Poder Ejecutivo yerra en su 
apreciación, ya que, como se demostrará a continua-
ción, esta cuestión ya fue tratada, acordada y aprobada 
por todas las partes involucradas en la relación federal 
(Nación, provincias y Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires), a través del “consenso fiscal” suscrito en 2017 
(aprobado por ley 27.429 y las correspondientes nor-
mas provinciales) y el firmado el 17 de diciembre de 
2019 (que fuera ratificado por ley 27.542), motivo por 
el cual resulta improcedente reiterar el tratamiento del 
convenio sujeto a aprobación en el presente y, funda-
mentalmente, esta cuestión fue resuelta previamente 
por el mismo Congreso de la Nación al momento de 
sancionar la ley 26.288.  

Cuando dicha norma modificó el artículo 7° de 
la ley 24.588, estableció que: “El gobierno nacional 
ejercerá en la Ciudad de Buenos Aires, mientras sea 
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reciben su porcentaje de coparticipación de la masa de 
distribución primaria y no de la secundaria). 

En relación al régimen de coparticipación federal 
de impuestos, la ley 23.548 prevé en su artículo 8° que 
el gobierno nacional entregaría a la entonces Munici-
palidad de la Ciudad de Buenos Aires y al Territorio 
Nacional de Tierra del Fuego una participación com-
patible con los niveles históricos, la que no podrá ser 
inferior en términos constantes a la suma transferida 
en 1987.   

Como resultado de la ley 24.588 –reglamentaria 
del artículo 129 de la Constitución Nacional–, de los 
sucesivos acuerdos entre la Nación y la ciudad de 
Buenos Aires y de la progresiva asunción de compe-
tencias a partir de su autonomía, se dictaron los de-
cretos 692/2002 y 705/2003. En el primero de ellos 
se determinó que la participación que le corresponde 
al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
por aplicación del artículo 8º de la ley 23.548, será 
transferida en forma automática y diaria por el Banco 
de la Nación Argentina hasta un monto mensual equi-
valente a la doceava parte del nivel que se establezca 
anualmente en las leyes de presupuesto de gastos y 
recursos de la administración nacional.  

Esta norma fue abrogada por el decreto 705/2003, 
en cuyo artículo 1° se fijaba: “a partir del 1° de ene-
ro de 2003 la participación que le corresponde a la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por la aplicación 
del artículo 8° de la ley 23.548 y sus modificaciones, 
en un coeficiente equivalente al uno coma cuarenta 
por ciento (1,40 %) del monto total recaudado por los 
gravámenes establecidos en el artículo 2° de la citada 
ley y sus modificaciones”; y continuaría vigente hasta 
el dictado del decreto 194/2016, posterior a la firma 
del Convenio de Transferencia Progresiva a la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires de Facultades y Funcio-
nes de Seguridad en Todas las Materias No Federales 
Ejercidas en la CABA, donde se elevó el porcentaje 
de asignación de fondos de coparticipación a la ciudad 
hasta el 3,75 %. 

Finalmente, mediante los decretos 399/2016 y 
257/2018 estos coeficientes fueron modificados 
y definitivamente consolidados en el “consenso 
fiscal” de 2017 (aprobado por ley 27.429) y en el 
acuerdo de 2019 (aprobado por ley 27.542), pasan-
do a ser del 3,50 % y no dejando ningún lugar a du-
das sobre su constitucionalidad y acuerdo por parte 
de la Nación, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
y todas las provincias.  

En este sentido, la sucinta descripción de los princi-
pales puntos del proyecto de ley realizada nos obliga 
a señalar una serie de cuestiones reñidas con nuestra 
Carta Magna y los principios básicos del federalismo 
y de las normas del sistema de coparticipación que se 
pretenden convalidar mediante la aprobación del Con-
venio de Transferencia Progresiva a la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires de Facultades y Funciones de 

Seguridad en Todas las Materias No Federales Ejerci-
das en la CABA.   

1) El régimen de coparticipación es un acuerdo de 
concertación federal nacido en el año 1934 como Ley 
de Unificación de Impuestos Internos” (ley 12.139), y 
estructurado como un “pacto” por el cual las provin-
cias resignaban las potestades en los tributos sobre los 
que tenían competencia constitucional, para delegar 
su gestión en el Estado nacional y a cambio obtener 
una parte de su producido. 

Pese a que lleva por nombre “régimen transitorio”, 
la ley de coparticipación vigente es de 1988, expo-
niendo claramente las dificultades que se generan a 
la hora de lograr consensos para la distribución de re-
cursos entre el Estado nacional y las provincias. No 
obstante, y aun encontrándose incumplido el mandato 
constitucional de aprobar un nuevo régimen antes de 
finales de 1996, sucesivos pactos fiscales y leyes espe-
ciales fueron complementando el régimen. 

El sistema quedó plasmado en la reforma constitu-
cional de 1994. Según el artículo 75, inciso 2, de la 
Constitución Nacional, será una “ley convenio” la que, 
sobre la base de acuerdos entre la Nación y las provin-
cias determinará la forma de coparticipar el producido 
de los impuestos directos e indirectos, garantizando la 
automaticidad en la remisión de los fondos, y dejando 
a salvo los impuestos al comercio exterior, de potestad 
exclusiva de la Nación. 

Al preguntarnos por la naturaleza jurídica de la ley 
convenio, algunos toman partido “por ubicarla en la 
categoría de los tratados interjurisdiccionales –de las 
provincias con el Estado federal, y de las provincias 
entre sí–. Los acuerdos de base como previos a la ley, 
y la aprobación posterior (adhesión) de las provin-
cias y de la ciudad de Buenos Aires tipificarían este 
perfil contractualista. 

”Otros apelan a una especie de naturaleza confe-
deral, porque entienden que cada provincia llamada 
a adherir puede no hacerlo, o sea, ejercer una moda-
lidad de ‘veto’, propia de las confederaciones –y no 
de los Estados federales–. Y por fin, en una mixtura, 
se ha sostenido que la norma es de índole contractual 
dentro del derecho denominado intrafederal”. Sin em-
bargo, independientemente de la postura doctrinaria 
que adoptemos, es claro que nos hallamos frente a una 
normativa de derecho intrafederal que, “antes de ser 
sancionada por el Congreso necesita los acuerdos pre-
vios entre las partes, y después de dictada precisa la 
adhesión de las mismas; si esta falta, o es solamente 
parcial, la vigencia de la ley-convenio queda deferida 
hasta la eventual adhesión de todos los participantes 
[…]. Adjudicarle la naturaleza de ley es, más bien, 
una forma de decir que no es un tratado interjurisdic-
cional, aunque se le asemeja; y es rescatar la noción 
de que la vigencia de la ley-convenio que nos ocupa 
requiere haber transitado tres etapas: a) acuerdos pre-
vios; b) ley del Congreso; y c) aprobación por todas 
las provincias” (Bidart Campos, Germán J., Tratado 
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elemental de derecho constitucional argentino, tomo 
I-B, Ediar, 2001, pp. 443-444). 

Por ello, dicha ley-convenio no admite –bajo nin-
gún supuesto– ser modificada unilateralmente como 
se pretende mediante el proyecto de ley venido en 
revisión. Precisamente, es este carácter central de la 
coparticipación el que se quebranta –definido en el 
artículo 75, inciso 2, de la Constitución Nacional–, 
al pretender modificar el coeficiente correspondiente 
a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, previamen-
te acordado y aprobado por la ley 27.429, ratificado 
mediante el consenso fiscal de diciembre de 2019 
(aprobado por ley 27.542), así como por las normas 
provinciales pertinentes. 

Esta afrenta constitucional ya había sido configu-
rada con el dictado del decreto 735/2020, mediante 
el que se creó el Fondo de Fortalecimiento Fiscal 
para la provincia de Buenos Aires, ahora reafirmado 
en el artículo 5° del proyecto en análisis. En efecto, 
a través de esta norma, el coeficiente de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, en la distribución se-
cundaria de la coparticipación, pasó del 3,50 % al 
2,32 % (unos $ 41.000 millones de pesos a valores 
corrientes) y, por aplicación del proyecto enviado 
por el Ejecutivo al Senado, volvería a ser del 1,40 %.  

En este sentido, el financiamiento del fondo para la 
provincia de Buenos Aires no lo realizaría el Estado 
nacional, sino que se concretaría a expensas de otro 
distrito: la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Esto no solo es inédito, sino también inconstitucio-
nal: para sostener el desequilibrio fiscal de un Estado 
parte de la federación (la provincia de Buenos Aires) 
el aporte lo tiene que hacer otro Estado parte (la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires). Debiendo destacar 
que el constituyente de 1853 previó una solución dia-
metralmente opuesta. Cuando una provincia esté im-
posibilitada de cubrir con sus rentas propias sus gastos 
ordinarios, quien debe hacerse cargo de prestar auxilio 
es el Estado nacional. Naturalmente, de sus propios 
recursos. 

Así lo dice con toda claridad el artículo 75, inciso 9, 
de la Constitución Nacional. 

Por lo dicho, la principal causa de inconstitucio-
nalidad del proyecto, así como del decreto 735/2020, 
pasa por el carácter unilateral de la medida.  

Se dirá que en el “contrato” de coparticipación son 
partes las provincias y no la CABA y que esta última 
“nació” como entidad autónoma luego de sancionada 
la ley 23.548 de 1988, como resultado de la reforma 
constitucional de 1994. 

Todo ello es irrelevante ya que la Corte Suprema 
ha reconocido a la CABA el estatus de provincia, en 
atención a la entidad y autonomía que le otorgó el ar-
tículo 129 de la Constitución y, en ese carácter, “parti-
cipante del diálogo federal” (“Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires c/ Prov. de Córdoba”, del 
4/4/2019, entre otros). 

Además, tampoco la provincia de Tierra del Fue-
go existía como tal en 1988 cuando se aprobó la ley 
23.548. ¿O acaso se piensa reducir también el índice 
de coparticipación de esa provincia para alimentar el 
Fondo de Fortalecimiento Fiscal para la provincia de 
Buenos Aires? 

En cualquier caso, todo ese debate quedó supera-
do y saldado con un pacto federal al que se denomi-
nó “consenso fiscal”, celebrado el 16 de noviembre 
de 2017 entre la Nación, las provincias y la CABA, 
en cuyo artículo II, inciso g), quedó establecido que 
el coeficiente de la jurisdicción sería el resultante 
de una reducción del fijado por el decreto 194/2016  
(3,75 %), lo que fue concretado con el dictado del 
decreto 257/18 que lo fijó en el 3,50 % –que ahora 
vienen a reducir al 2,32 % el decreto 735 y el proyecto 
de ley al 1,40 %–. Ese acuerdo fue aprobado por ley 
nacional (ley 27.429), por las correspondientes leyes 
de las provincias signatarias y ratificado en el consen-
so fiscal de diciembre de 2019 (ley 27.542).  

Es decir que se trató de un pacto federal en el cual 
estaba acordada por todos los contratantes la reduc-
ción del coeficiente de la CABA, y esa reducción ya 
se consumó hace dos años. Por lo que mal podría rei-
terarse en esta instancia, ya que el “contrato” no con-
templaba ulteriores reducciones.  

Todo lo expresado hasta el momento fue mantenido 
por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el año 
pasado, en el caso “Provincia de Entre Ríos” cuando, 
en ocasión del dictado de dos decretos por parte del 
Ejecutivo nacional (uno de los cuales eximía del IVA 
a los productos de la canasta básica –decreto 567/19– 
y otro reducía el impuesto a las ganancias a la cuarta 
categoría –decreto 561/19–), varios gobernadores ale-
garon que con esas medidas se resentían los ingresos 
de sus provincias, en razón de que ambos impuestos 
formaban parte de la masa coparticipable y, ante la 
falta de acuerdo, acudieron a la Corte, órgano que a 
los pocos días dictó una medida cautelar a favor de 
las provincias. 

El 1° de 2019, la mayoría del tribunal conforma-
da por los jueces Rosatti, Maqueda y Lorenzetti 
(Rosenkrantz votó en disidencia por entender que la 
concertación federal no implica que las provincias 
tengan potestad para convalidar una reducción de los 
tributos), sostuvo dos principios que resultan plena-
mente aplicables al caso que afecta a la CABA, y que 
dejan plenamente sentada la doctrina de que el Estado 
nacional no puede alterar la distribución de recursos 
coparticipables de manera unilateral, ni mucho menos 
mermar el flujo de recursos hacia una provincia. 

Uno de ellos es la caracterización del régimen de 
coparticipación como de “carácter convencional o 
concertado de la decisión que rige la materia, en tan-
to la Norma Fundamental establece que debe dictarse 
una ‘ley convenio’, sobre la base de acuerdos entre 
la Nación y las provincias, a los efectos de instituir 
regímenes de coparticipación de esas contribuciones,  
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garantizando la automaticidad en la remisión de fon-
dos; esa ley convenio debe tener como cámara de 
origen al Senado, ser sancionada con una mayoría 
calificada y aprobada por las provincias (inciso 2, pá-
rrafos segundo y cuarto), no pudiendo ser modificada 
unilateralmente”. 

El otro principio que se desprende de aquel fallo es 
el de la “intangibilidad de los recursos provinciales, 
entendido en el caso como la imposibilidad de alterar 
en desmedro de las provincias la distribución de re-
cursos vigente a la sanción de la reforma constitucio-
nal y la imposibilidad de modificar la distribución de 
competencias, servicios y funciones entonces vigentes 
sin la aprobación de la provincia interesada y hasta 
el dictado del régimen de coparticipación –cláusula 
transitoria sexta–”. 

A la luz del precedente “Provincia de Entre Ríos”, 
replicado en la misma fecha en sucesivas sentencias 
que acogieron las acciones interpuestas por las pro-
vincias de Santiago del Estero, Catamarca, Tucumán, 
Salta, La Pampa, Tierra del Fuego, La Rioja, Chubut, 
Santa Fe, Formosa, San Juan, Santa Cruz, San Luis y 
Misiones, no hay duda de que el proyecto en análi-
sis, así como el decreto 735/2020, arrasan con los dos 
principios sostenidos por la Corte: acá no hubo con-
certación  y, claramente, se afecta la intangibilidad de 
las asignaciones, al privarle de miles de millones de 
pesos a un Estado autónomo de la federación cuando 
se transita una ejecución presupuestaria –con el agra-
vante de que lo es en el marco de una pandemia–. 

2) La ley convenio reviste jerarquía superior a las 
demás leyes aludidas en el artículo 31 (CN), en la me-
dida que el inciso 2° del artículo 75 de la Constitu-
ción prohíbe modificar unilateralmente el sistema de 
coparticipación, así como tampoco admite reglamen-
tación por parte del poder ejecutivo (Bidart Campos, 
ob.cit., pp. 442 y 445).  

En otras palabras, ni el Poder Ejecutivo mediante el 
decreto 735, ni el Congreso de la Nación a través del 
proyecto de ley con media sanción del Senado venido 
en revisión a esta Cámara, pueden alterar los coefi-
cientes de coparticipación acordados por los sujetos 
de la relación federal (Nación, provincias y CABA), 
en el consenso fiscal de noviembre de 2017, aprobado 
por ley 27.429 y por las legislaturas provinciales, pos-
teriormente ratificado por ley 27.542. 

Por ello, cabe concluir que, tampoco se pueden 
incluir los gastos correspondientes a la transferencia 
progresiva de las facultades y funciones de seguridad 
en todas las materias no federales ejercidas en la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires, en la ley de presu-
puesto general de la administración nacional de cada 
ejercicio fiscal, como se propone en el artículo 2° del 
proyecto. 

3) “No habrá transferencia de competencias, ser-
vicios o funciones sin la respectiva reasignación de 
recursos, aprobada por la ley del Congreso cuando  

correspondiere y por la provincia interesada o la ciu-
dad de Buenos Aires en su caso.” 

Con esta expresión, el párrafo 5°, inciso 2, del ar-
tículo 75, constitucionaliza el principio de que a cada 
gasto le corresponden los recursos que han de satisfa-
cerlo. Ello nos permite reafirmar e insistir en que estas 
transferencias y recursos ya fueron debidamente apro-
bados y acordados por la ley convenio, no pudiendo 
ser modificados unilateralmente, y no haciendo falta 
la aprobación de un convenio que ya fue tratado y 
convalidado por todas las partes. 

Sin embargo, es apropiado aclarar cuáles fueron 
las sumas tenidas en cuenta al momento de celebra-
ción del convenio y por qué los montos necesarios 
para la transferencia, propuestos por el proyecto de 
ley en su artículo 2°, no solo son inconstitucionales 
por su unilateralidad (como se sostuviera en los párra-
fos precedentes), sino que, además, son notoriamente  
insuficientes, contradiciendo también el párrafo 5° del 
artículo 75, inciso 2°. 

En 2016, a través del acuerdo suscrito por la Na-
ción y la ciudad de Buenos Aires, se transfirieron 
aproximadamente el 45 % de los efectivos de la Poli-
cía Federal Argentina (PFA). El componente principal 
se encontraba en la Superintendencia de Seguridad 
Metropolitana y en la Superintendencia de Bomberos, 
sumando 22.546 efectivos totales entre ambas áreas, 
de los cuales se acordó el traspaso de 19.492, y la di-
ferencia debía ser cubierta por la CABA. 

La transferencia involucraba también a otros efec-
tivos de otras superintendencias, tales como: Policía 
Científica, Comunicaciones, Investigaciones y de 
Aviación Federal. Por lo que, el estimado total del 
personal a transferir fue de 20.248, sobre un total de 
23.665.  

A fin de calcular el costo de las funciones que se 
transferían, se utilizaron los datos del Ministerio de 
Hacienda de la Nación según fuente SIDIF (sistema 
de presupuesto del gobierno nacional), respecto a la 
ejecución presupuestaria anual (a fecha 30 de diciem-
bre de 2015), de la estructura policial que prestaba los 
servicios en CABA. 

No es una cuestión menor señalar que la ejecución 
presupuestaria del año 2015 fue tomada como base 
para el cálculo, debido a que, durante ese período, la 
prestación del servicio de seguridad estuvo completa-
mente a cargo del gobierno nacional –permitiendo tener 
una idea cierta del costo–; a diferencia de lo propuesto 
en el proyecto venido en revisión, donde se computa 
como base el año 2016, año en el que, según el pro-
pio convenio, comienza la transición progresiva. Ello 
significó que, durante esta etapa, existiera una ejecu-
ción presupuestaria conjunta entre Nación y CABA. 
En otras palabras, algunos gastos fueron pagados por la 
PFA (sobre todo los salarios) y la mayoría de los gastos 
de funcionamiento fueron solventados por el GCBA, 
motivo por el cual mal pueden evaluarse los costos en 
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la CABA terminó siendo neutro, debido a que los re-
cursos que recibía la ciudad eran exactamente iguales 
a los gastos que dejó de tener el gobierno nacional por 
la prestación del servicio.

Fundamentalmente, en lo que aquí nos interesa, el 
ahorro en el gasto que obtuvo la Nación al traspasarle 
la policía a la CABA se compensaba con los ingre-
sos por coparticipación que se incrementaban para 
la CABA, sin afectar al resto de las provincias en el 
reparto de la renta coparticipable, situación que ha 
quedado desvirtuada mediante el dictado del decreto 
735/2020 y que se pretende consolidar mediante la 
sanción de una ley claramente inconstitucional por su 
unilateralidad, violatoria de la ley convenio y de los 
principios básicos del federalismo. 

Con el objeto de ilustrar la evidente insuficiencia de 
los fondos para financiar el costo del servicio transfe-
rido, basta con citar parte de los números informados 
por el gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires en relación a los gastos previstos para el presen-
te ejercicio: en seguridad interior ($ 75.819.974.263) 
representan el 16 % del presupuesto total para el año 
2020; en salud, ascienden a $ 75.094.998.136 (equiva-
lente a un 16 % del presupuesto); en educación están 
previstos $ 92.234.552.871 (19 % del gasto total); y 
los gastos en promoción y acción social corresponden 
a un 9 % del presupuesto ($ 44.221.007.061). 

Claramente, la CABA no se encontraría en condi-
ciones de cumplir con alguno de los servicios esencia-
les mencionados, afectando con esta reducción princi-
pios constitucionales básicos.  

Por ello, y para concluir, citamos una expresión 
que sintetiza la esencia de todo lo manifestado: “Si 
se acepta que una ley del Congreso con mayoría de 
los miembros de ambas Cámaras puede vaciar de 
contenido la masa coparticipable, dándole el destino 
que el gobierno nacional crea más conveniente, sin la 
anuencia de las provincias y de la CABA, por fuerza 
se concluye que la Constitución ha creado un régimen 
de coparticipación que contiene en sí mismo el ger-
men de su propia destrucción” (Ideas para una pro-
puesta de Ley de Coparticipación Tributaria, Spisso, 
Rodolfo R., LL 2016-C,867). 

Admitir dicho escenario destruye el federalismo, el 
régimen de coparticipación y la propia autonomía de 
la ciudad de Buenos Aires. 

Por todos los motivos expuestos, y los que dará el 
miembro informante, que serán ampliados en el recin-
to, aconsejamos el rechazo del proyecto.

Gustavo Menna.

base al ejecutado de 2016 como sostiene el Poder Eje-
cutivo. 

Volviendo a los números evaluados al momento de 
celebración del convenio, se utilizó el gasto ejecutado 
anual de la jurisdicción PFA, ponderando cada pro-
grama involucrado en el acuerdo de traspaso por el 
porcentaje que efectivamente se traspasaba.

En este sentido, se ponderaron las áreas de acuer-
do a las funciones a ser transferidas: 100 % para el 
Programa de Seguridad Metropolitana; 75 % para 
Bomberos; 45 % para el resto de los programas trans-
versales; y 85 % para costos fijos de la PFA y compras 
centralizadas por parte del Ministerio de Seguridad 
que involucra a la PFA. 

De esta manera, el total del costo del servicio que 
se traspasaba se estimó en $ 13.070 millones para el 
año 2015 y, considerando que la coparticipación anual 
recibida por CABA en dicho año fue de $ 7.803 millo-
nes de pesos (correspondiente al coeficiente de parti-
cipación de 1,4 % fijado en el decreto PEN 705/03); a 
partir de esa cifra –y mediante un cálculo proporcio-
nal– se determinó que el incremento necesario para 
financiar el costo del servicio era de 2,35 %. 

Definido por lo tanto el alcance del traspaso y su 
correspondiente estimación de costo de las competen-
cias traspasadas, con fecha 18 de enero de 2016, en 
cumplimiento de las leyes 24.588 y 26.288 e imple-
mentando con su contenido el acatamiento a la manda 
constitucional de los artículos 75, inciso 2, y 129 de 
la Constitución Nacional, el decreto 194/16 dispuso 
incrementar la participación que le corresponde a la 
ciudad, estableciéndose un coeficiente equivalente al 
3,75 %. Dicho incremento, posteriormente modifica-
do, aseguró el financiamiento automático y permanen-
te de la prestación del servicio de seguridad pública en 
materias no federales en la ciudad. 

Finalmente, en 2017 se firmó el consenso fiscal en-
tre el gobierno nacional, las provincias y la ciudad de 
Buenos Aires, ocasión en la que se pactó la elimina-
ción del Fondo del Conurbano Bonaerense y la incor-
poración de esos recursos a la masa coparticipable. 

En el caso de la CABA, particularmente, al no 
significar estos nuevos recursos un incremento en el 
gasto en seguridad, solo se aplicaron sobre el coefi-
ciente del 1,4 %, quedando reducido el proporcional 
destinado a financiar el traspaso de la policía, pasando 
del 2,35 % al 2,1 %, estipulando el índice final de co-
participación de la CABA en 3,5 %. 

Consecuentemente, el costo de las transferencias de 
funciones del servicio de seguridad desde la Nación a 


